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¿Procede la acción de tutela para reclamar el desembolso de ayudas educativas?

… la acción de tutela no procede para conflictos de carácter económico; no obstante en este caso, se percibe que quien impetra la acción constitucional no sólo es un integrante de la Comunidad Negra, sino que precisamente, por esa condición, le fue aprobado el beneficio educativo consistente en la entrega semestral del equivalente a tres salarios mínimos para el sostenimiento económico durante ese periodo, lo cual pone de manifiesto la ocurrencia del perjuicio irremediable en la medida en que el actor requiere de la suma desembolsada para procurar su manutención mientras adelanta los estudios superiores.
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ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CESAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, diecisiete de octubre de dos mil dieciocho
Acta N°        de 17 de octubre de 2018
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver el recurso de apelación formulado por el INSTITUTO DE CRÉDITO EDUCATIVO Y ESTUDIOS TÉCNICOS EN EL EXTERIOR –ICETEX- contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela iniciada en su contra por el señor FRANCISCO ANTONIO RENTERÍA MENA.

ANTECEDENTES

Informa el señor Francisco Antonio Rentería Mena que fue beneficiado con un crédito del Fondo Especial de Créditos Educativos para Comunidades Negras, por tal razón, el Instituto de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior  -ICETEX-, en el año 2014, cuando cursaba tercer semestre en la Fundación Universitaria del Área Andina, le giró el equivalente a tres salarios mínimos para sostenimiento de su carrera profesional y que, a partir de ese momento y hasta finalizar el noveno semestre en el año 2017, la entidad accionada giró oportunamente el referido subsidio.

Sostiene que para el año 2018, cuando terminó materias, solicitó la ayuda consistente en dos giros más, conforme lo establece el reglamento del citado fondo, petición que le fue aceptada, pues ya no se le reconoce la calidad de beneficiario del subsidio y además, le son exigidos una serie de documentos innecesarios y el  ingreso a la página de la entidad para solicitar la renovación del auxilio, actuación esta última que no ha podido realizar, pues afirma que desde el año próximo pasado fue bloqueado, lo que torna imposible su acceso a la plataforma.

Refiere que aportó la documentación requerida, pero el día 14 de agosto de 2018 fue rechazada su solicitud porque en el certificado de estudios presentado,  no especificó i) la importancia del trabajo de grado para obtener el título de abogado, ii) que el mismo no hace parte del pensum, iii) el valor a pagar, iv) el recibo de matrícula y v) el semestre a cursar, documentos e información que considera irrelevantes, pues ya terminó materias y la ayuda económica es para sostenimiento y no para el pago de matrícula.

Señala que el requerimiento de la accionada y la negativa a otorgar el beneficio para manutención, deviene arbitrario y vulneratorio de sus derechos fundamentales a la educación, al mínimo vital y de petición, así como al principio de diversidad étnica y cultural, por lo tanto, solicita su protección y como consecuencia que se ordene al ICETEX girar el monto correspondiente a tres salarios mínimos, ya que esa entidad posee la documentación y la información para así proceder.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción correspondió por reparto al Juzgado Primero Laboral del Circuito que en auto de fecha 17 de agosto de 2018, la admitió y concedió a la entidad accionada el término de dos (2) días, para que ejerciera el derecho de defensa. 
Oportunamente el ICETEX se vinculó al trámite, indicando que, en efecto, el demandante es beneficiario de un crédito educativo con cargo al Fondo Especial de Créditos Educativos para Estudiantes de las Comunidades Negras, habiéndole sido girado en ocho oportunidades el auxilio para sostenimiento, siendo entregado el último para el primer periodo de 2017; que no obstante ello, el actor tiene derecho a solicitar el desembolso correspondiente al trabajo de grado, siempre y cuando aporte la documentación establecida en el artículo vigésimo del Reglamento Operativo del Fondo.
Sostiene también que el accionante no acreditó lo correspondiente al requisito previsto en el numeral 5º de dicha disposición, consistente en la presentación de la “certificación actualizada expedida por la universidad donde se especifique periodo, modalidad correspondiente al desarrollo del trabajo de grado”, dado que el documento que aportó no contiene la información requerida, pues se limitó a certificar la terminación de materias y que se encuentra en proceso de grado, lo cual imposibilita la renovación de su crédito.

Por lo expuesto, considera que no ha realizado acción alguna que puede identificarse como vulneratoria de los derechos reclamados por el tutelante, pues ha obrado conforme los reglamento establecidos, por lo que solicita que la protección reclamada sea negada.

En atención a la respuesta presentada por el ICETEX, el juzgado, en providencia de fecha 29 de agosto de 2018, requirió al actor para aclarara algunos hechos de la acción, respecto a los cuales indicó que lo pretendido es el desembolso del auxilio correspondiente al 2017, anualidad en la que fue suspendido por cuenta de la terminación de materias y los dos giros a los cuales tiene derecho la realización del trabajo de grado.  Así mismo informó al juzgado que en cada oportunidad que fue requerido por el ICETEX para allegar la documentación relacionada con las varias peticiones que elevó para hacer efectivo el auxilio, la aportó, con excepción de la certificación relacionada con la importancia de su trabajo de grado y la duración del mismo, porque la Fundación Universitaria del Área Andina, no expide documentos que contengan esa información.
Llegado el día del fallo, la juez de primer grado amparó el derecho fundamental a la educación del cual es titular el señor RENTERÍA MENA, en tanto que resulta improcedente, en su caso particular, que le sea exigida la certificación requerida por el ICETEX, consistente en la duración del trabajo de grado, toda vez que el manual operativo del Fondo Especial de Créditos Educativos para Estudiantes de las Comunidades Negras, nada señala respecto a la duración de esta etapa, pues está claro que el subsidio para sostenimiento se otorga por un año, con independencia del tiempo que se tome el beneficiario en culminar el proyecto de grado.

En lo que atañe al ciclo que se adeuda del año 2017, señaló la  a quo que la misma entidad certificó que en esa anualidad solo pagó un periodo y el actor acreditó haber terminado materias para el segundo semestre, por lo tanto no existe razón para sustraerse de la obligación de desembolsar  a su favor la suma correspondiente a ese lapso.

En consideración con lo expuesto, la orden impartida a la llamada a juicio, consistió en el pago del auxilio correspondiente al segundo semestre del año 2017 y los dos giros correspondientes al trabajo de grado, de conformidad con la documentación que ya obra en la entidad.  Respecto a la certificación expedida por la Fundación Universitaria del Área Andina visible a folio 11 del proceso, requirió al actor para que aportara la misma de manera original, para que el ICETEX proceda con el estudio de la solicitud y posterior desembolso.

Inconforme con la decisión, la entidad accionada la impugnó trayendo a colación iguales argumentos a los expuestos al momento de contestar la acción, esto es insistiendo en la inexistencia de la vulneración, dado que sólo se trata del cumplimiento de las disposiciones que regulan el auxilio económico del cual es beneficiario el actor. 
Adicionalmente, hizo hincapié en improcedencia de la acción constitucional para controvertir asuntos como el actual, en consideración a que no se evidencia la ocurrencia del perjuicio irremediable, al paso que, frente a la orden de tutela, cuestionó la misma pues afirma que en momento alguno ha negado los giros correspondientes al trabajo de grado, sino que, previo a al desembolso se requiere que el señor Rentería Mena indique la actividad desplegada como trabajo de grado.
Respecto al pago del segundo semestre del año 2017, insistió en que el demandante solicitó el auxilio educativo para el tercer semestre del programa de Derecho, siendo entonces desembolsado el auxilio para los 8 periodos restantes, de los 10 que dura la carrera, por lo tanto, no adeuda suma alguna por ese concepto.
CONSIDERACIONES

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

¿Procede la acción de tutela para reclamar el desembolso de ayudas educativas?
¿Acreditó el demandante los requisitos exigidos por el ICETEX, para beneficiarse del apoyo económico por concepto de trabajo de grado, dentro de los programas financiados por el Fondo Especial de Créditos Educativos para Comunidades Negras?
El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA.

El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

La anterior posición ha sido asumida por el máximo órgano de cierre en materia constitucional, pues aunque ha establecido, como regla general que la acción de tutela no es el medio idóneo para ventilar conflictos económicos, ha considerado de manera excepcional, la posibilidad de acudir a éste medio cuando el mecanismo ordinario no resulta eficaz o se está ante la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

Es así que en sentencia T-9003-14 esa Alta Magistratura indicó:

“La Corte Constitucional ha entendido como regla general, que el único objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata y subsidiaria de los derechos fundamentales. De esta manera, se ha entendido que el presente mecanismo es improcedente para dirimir conflictos de naturaleza económica que no tengan trascendencia iusfundamental, pues la finalidad del amparo constitucional es servir de instrumento de salvaguarda iusfundamental, más no como mecanismo encaminado a resolver controversias de estirpe contractual y económico, por cuanto para esta clase de contiendas, existen en el ordenamiento jurídico las respectivas acciones y recursos judiciales previstos por fuera de la jurisdicción constitucional. Los únicos casos en que excepcionalmente la acción de tutela pueda llegar a desatar pretensiones y conflictos de tipo económico o contractual, es porque consecuencialmente concurre la defensa de una garantía fundamental, de manera que, para lograr su efectiva protección, el juez de tutela debe definir aquellas controversias.”
2. DERECHO A LA EDUCACIÓN

Dentro del marco constitucional, el artículo 67 consagra el derecho fundamental a la educación, siendo desde siempre, considerado por la Corte Constitución como una garantía principal de todos los habitantes del territorio, indistintamente de su edad, pues es un “derecho inherente y esencial al ser humano, el cual le dignifica, y constituye el medio a través del cual se garantiza el acceso al conocimiento, la ciencia, la técnica y los demás bienes y valores de la cultura” y se constituye en un “presupuesto básico para el ejercicio de otros derechos fundamentales”. –T-1044-10. 
3. CASO CONCRETO

De acuerdo con el relato fáctico se tiene que el actor aspira a que por este mecanismo se ordene al ICETEX el giro del auxilio para sostenimiento económico, como beneficiario del Fondo Especial de Créditos Educativos para Comunidades Negras, para así lograr culminar el programa de derecho que adelanta en la Fundación Universitaria del Área Andina.

Lo primero que debe indicarse, es que, como se dijo con precedencia, la acción de tutela no procede para conflictos de carácter económico; no obstante en este caso, se percibe que quien impetra la acción constitucional no sólo es un integrante de la Comunidad Negra, sino que precisamente, por esa condición, le fue aprobado el beneficio educativo consistente en la entrega semestral del equivalente a tres salarios mínimos para el sostenimiento económico durante ese periodo, lo cual pone de manifiesto la ocurrencia del perjuicio irremediable en la medida en que el actor requiere de la suma desembolsada para procurar su manutención mientras adelanta los estudios superiores.

En ese contexto, es necesario precisar que no le asiste razón al ICETEX, cuando afirma que el demandante debía realizar las gestiones necesarias para procurar la renovación de su crédito educativo, porque claramente, como se señaló en precedencia, es beneficiario de un crédito educativo procedente del Fondo – Comunidades Negras, por lo tanto, el marco normativo que regula el tema, es el Reglamento Operativo de dicho fondo, el cual señala con claridad, en el artículo 12, que a quien se le otorgue un crédito de esa naturaleza, puede beneficiarse del “sostenimiento de un año adicional, para trabajo de grado de acuerdo a la exigencia de la Institución de Educación Superior”, por lo que se evidencia que no se trata de la renovación del crédito, sino de la solicitud de una ayuda económica.
En ese sentido, de acuerdo con la respuesta dada al tutelante al atender el derecho de petición eleva por él, la contestación a la acción de tutela y la impugnación, el demandante debía aportar, para acceder al auxilio económico. luego de terminar materias:   i) carta solicitando el giro adicional, ii) recibo de matrícula que indique el semestre a cursar, iii) formato de actualización de datos, iv) certificado de notas y v) certificado expedido por la Fundación Universitaria del Área Andina en la que se indique que terminó las materias, el plan de estudios, que la opción de grado es requisito fundamental y obligatorio para obtener el título profesional y que no hace parte del pensum académico y la admisión definitiva a la opción de grado, de que trata la misma, el periodo o semestre en el que se va a realizar y el valor correspondiente.

Respecto a la acreditación de este último requisito se tiene que el actor presentó a la entidad una certificación –fl 9-, en la que se precisa que terminó materias, que aprobó Consultorio Jurídico, y que se encuentra pendiente el proceso de grado, documentos que no le son suficientes a la entidad, pues requiere, según el escrito de impugnación, que se precise la actividad desplegada como trabajo de grado.
En atención a este requerimiento, observa la Sala que desde el 31 de julio de 2018 –fl 7- fecha en que el actor radicó derecho de petición solicitando el sostenimiento de un año adicional de que trata el artículo 12 del Reglamento Operativo del Fondo, aportó el certificado que da cuenta de la inscripción del trabajo de grado (Caso Único), el cual obra a folio 11 vto del expediente.
En esa oportunidad, la Fundación Universitaria del Área Andina, certificó que el señor FRANCISCO ANTONIO RENTERÍA MENA, se encuentra “inscrito para sustentar según el Acta de Compromiso y Cronograma de Caso Único”, constancia, que al sentir de la Sala resulta suficiente para acreditar ante el ICETEX la actividad desplegada como trabajo de grado –Negrilla para resaltar-.

Por lo expuesto, no existe razón alguna para que la entidad niegue el estudio de la solicitud del actor, aduciendo la falta de requisitos, pues quedó claro que la documentación que se requiere para ello fue aportada oportunamente, de acuerdo con la respuesta al derecho de petición que obra a folios 14 y vuelto del expediente, actuación que pone de manifiesto la afectación del derecho fundamental a la educación del cual es titular el peticionario.
En lo que atañe al desembolso de la ayuda económica correspondiente al segundo semestre del año 2017, basta decir que razón le asiste al ICETEX cuando afirma que su obligación culminó con el desembolso del auxilio correspondiente al octavo periodo, pues tal y como se advierte a folio 67 vto del cuaderno principal, el programa Profesional en Derecho en la Fundación Universitaria del Área Andina tiene una duración de 10 semestres y el actor solicitó el benefició a partir del tercer semestre –fl 66-, lo cual indica que el beneficio debía cubrirse por 8 periodos y así lo hizo la entidad, si el accionante culminó la totalidad del plan de estudios, o decidió realizar la práctica de Consultorio Jurídico un semestre después de lo estipulado, es una situación ajena a la entidad, que como se evidencia, cumplió con su parte del convenio.
De acuerdo con lo expuesto, el ordinal segundo de la sentencia de primer grado será modificado para relevar al ICETEX de pagar el beneficio económico correspondiente al 2 periodo del año 2017.  Así mismo, se dispondrá a esa misma entidad que en el término de 10 días proceda a estudiar la petición del demandante, teniendo en cuenta que no deberá solicitar documentos adicionales a los que ya fueron radicados con la petición de “sostenimiento de un año adicional, para trabajo de grado de acuerdo a la exigencia de la Institución de Educación Superior –IES-” elevada por éste el 31 de julio de 2018, ni alegar causales diferentes a las que aquí fueron expuestas.  El Desembolso del auxilio, en caso de proceder, deberá realizar en el término de 10 días, contados una vez vencido el término para decidir.   
Consecuente con lo anterior, el ordinal tercero será revocado, dado que quedó demostrado en el plenario que aportó la totalidad de documentos requeridos por la entidad para acceder a un apoyo económico durante dos periodos más, posteriores, a la terminación de materias. 
En virtud de lo dicho, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: MODIFICAR el ordinal SEGUNDO de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el día 31 de agosto quedará así:

“SEGUNDO: ORDENAR al INSTITUTO COLOMBIANO DE CRÉDITO EDUCATIVO Y ESTUDIOS TÉCNICOS EN EL EXTERIOR “ICETEX”,  a través del doctor Víctor Alejandro Vanegas Mendoza, en calidad de Presidente, o quien haga sus veces, para que dentro de los 10 días siguientes, contados a partir de la notificación de la presente decisión, proceda a estudiar de fondo la “sostenimiento de un año adicional, para trabajo de grado de acuerdo a la exigencia de la Institución de Educación Superior –IES-” elevada por éste el 31 de julio de 2018, sin solicitar documentos adicionales a los ya presentados, ni alegar causales diferentes a las que aquí fueron expuestas.  El Desembolso del auxilio, en caso de proceder, deberá realizar en el término de 10 días, contados una vez vencido el término para decidir.” 

SEGUNDO: REVOCAR el ordinal TERCERO de la misma providencia, para en su lugar abstenerse de hacer requerimiento alguno al señor FRANCISCO ANTONIO RENTERIA MENA.

TERCERO: CONFIRMAR en todo lo demás la providencia impugnada.

CUARTO: NOTIFICAR a las partes por medio más expedito.

QUINTO: DISPONER el envió de la presente actuación a la honorable Corte Constitucional, para lo de su competencia.
Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES      ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
                                                                      En comisión de Servicios
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